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SALA SEGUNDA

Sección Cuarta

EXCMOS. SEÑORES:

Don Alvaro Rodrfguez Bereijo

Don José Gabaldón López

Don Carles Viver pi-Sunyer

La Sección,

promovido por don Alberto
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Núm. de Regis t ro:  L33/93

ASUNTO: Recurso de amparo

promovido por don Alberto

Oscar Christ, ian Stolzenburg.

SOBRE: Sent,encia de la Sala

Segunda de1 Tribunal- Supremo

recafda en casación contra la

dictada por Ia Audiencia

ProvinciaL de Má1aga sobre

condena por deli to de aborto.

ha examinado eI recurgo de amparo

Oscar Christ ian StoLzenburq¡.

I. A}ITECEDENTES

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia er t4 de enero de 1993 que tuvo entrada en el Registro
General- de este TribunaL al dfa siguj.ente, doña rsabel Dlaz
solano, Procuradora de los Tribunales y de don Alberto oscar
christian stolzenbüL9, interpone recurso de amparo contra la
sentencia dict,ada por la sara segunda det Tribuna] supremo el
dfa 1 de diciembre de L992 desest,imatoria del recurso de
casación 238L/90, int,erpuesto contra la sent,encia dict,ada por
la Audiencia Provinciar de Máraga e1 dÍa z de marzo de 1990 que
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condena al recurrente como autor de un delito de aborto.

2.  La demanda se basa,  en s fnteeisr  €n los

siguientes hechos:

A) El 29 de enero de 1988 le fue practicada ,a :doña
Yolanda Terrón BeIIido un aborto en Ia clfnica malagueña del
Dr. Saenz de Sant,amarfa Vázquez, donde t,rabajaba el recqr¡ente
en amparo, médico ginecóIogo. Tras haberee nrodicido
complicaciones en el estado de salud de Ia paciente éstaftuvo
que ser ingresada urgentemente el 2 de febrero de 1988;En Ia
clfnica EI Ange1 de Málaga donde se le diagnosticói una
endomet,ritis provocada por un aborto incompleto, de la que
tardó en curar, tras una intervención quirúrgica, i.5 dfas. La
clfnica EI Angel dio cuenta aI Juzgado de Inst,rucción de lo
ocurrido abriéndose Ias correspondientes dil igenciae previas
núm. 384/88. Tras prestar decl-aración la pacj.ente yolanda

Terrón Bell-ido r sll madre y eI recurrente, la causa se
t,ransformó en sumario núm. 78/88.

B) La Audiencia Provincial de MáIaga dictó
sent,encia con fecha L7 de marzo de L990 por la que condenaba aI
recurrente como autor de un derito de aborto de los arts.
4LL.2,  415 y 4I7 C.P. a cuatro años, dos meses y un dfa de
pr is ión menor,  multa de 100.000 pts. ,  inhabir i t ,ación de seis
años y un dfa para la prestación de cualquier género de
servicios en clfnicas, estabrecimientos sanitarios o
coneurtorios ginecológicos, prlblicos o privados, accesorias y
cos tas .

C ) Int,erpuesto recurso de casación por el
recurrente, éste fue desestimado por la sala segunda del
TribunaL supremo mediante Sent,encia de fecha 1 de diciernbre de
L992 not,if icada el- LB del mismo mes y año.

3. En cuanto a 1a fundamentación jurldica de la

demanda, €1 recurrente imputa a 1a sentencia de la Audiencia
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Provincial de Má1aga 1a vulneración del derecho a la tutela
jud ic ia l  e fect iva garant izado por  e l  ar t , .  24.L C.E.  ya que no

respeta el principio acusatorio. Explica el recurrente gü€r

tanto eL Auto de procesamiento como Las conclusionea

provisionales del Fiscal se referfan aI hecho de que el

recurrente hubiera aI mismo tiempo emitido eI dictamen haciendo

constar La existencia de grave peligro para la salud ffsica o
pslquica de la embarazada y acto seguido practicado el aborto.

La acusación nunca cuestionó 1o acertado deL diagnóst, ico sino

la forma de su determinación mientras que ]a SenLencia,
planteando la cuestión ex novo, condena aI recurrenLe por no
constar Ia concurrencia de grave peligro para 1a vida o salud

ffeica o psfquica de 1a embarazada.

Además, eI recurrente ae considera vfct,ima de una
doble vuLneración de 6u derecho a la presunción de inocencia
garant, izado por eI  ar t , .  24.2 C.E. por un lado, porque Ia
Audiencia consideró probado que era el recurrente quien habfa
practicado eL aborto sobre ra base de las decLaraciones de
Yolanda Terrón y de su madre ante e1 ,ruzgado de rnst,rucción,
declaraciones éstas de nulo valor probat,orio por haberse
efect,uado con vulneración de los derechos fundamentales de las
declarant,es. Por ot,ro 1ado, €f recurrente considera que no
existió una act,ividad probatoria de cargo suficiente que
demostrara La inexistencia de riesgo para la salud psfquica de
la madre. segrin é1, de 1a prueba practicadar B€ desprendfa que
el aborto era necesario para evitar un grave peligro para la
saLud psfquica de la embarazada tal y como figuraba en el
dict,amen enitido sin que las declaraciones en el juicio de tres
médicos -un forenser ün ginecólogo y un nédico general- deban
tener mayor valor probatorio para e1 juzgador que el cont,enido
del dict,amen emit,ido por el recurrente, él mismo especialista
en ginecologfa y con gran experiencia en la materia.

Sostiene e1 recurrente que el incumplimiento del
requisito de que e1 médico que firme el dictamen no haga la
práctica abortiva no afecta a l-a existencia de la indicación de
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grave riesgo para la salud de Ia embarazada. Por l-o tantor no

se puede afirmar que no existe grave rieego para Ia salud de La

embarazada y al- mismo tiempo reconocer que. exist,e el dictamen

previo salvo que se sost,enga, cosa que la Sentencia

condenatoria no hacer gue eI informe no es válido. Concluye,

por 1o tanto gu€r aL haber quedado probado que concurrfan todos

los requisitos del art. 4L7 bis 1 1! del Código penalr €s pbvio

que no existe aprueba de 1o contrario, es decir, de 1a falsedad

del  d iagnóst ico.

EI recurrente alega también la vulneración dg los
arts.  9,  25 y L24 C.E. s in formularr  Do obst,ante,  a legacionee
concret,as con respecto a las vulneraciones de estas
disposic iones.

Por todo el1o, interesa de este Tribunal, Ia
aünisión a trámite de la presente demanda y que en su dfa dicte
Sentencia por Ia que ae otorgue el amparo solicit,ado y se
declaren nulas Las sent,encias dictadas en esLa causa por ta
sección cuart,a de la Audiencia provincial de Málaga y la sala
Segunda del Tribunal Supremo. Mediante ot,rosf Ia representación
de1 recurrente solicita que est,e Tribunal acuerde la suspensión
de Ia resolución de ejecución de las resoluciones impugnadas al
amparo de 1o dispuesto en el art. 56 Lorc ya que ae afirma que
ra ejecución de ras mismas producirfa ar recurrent,e un
perjuicio irreparable que harfa perder al amparo su finalidad.

4.  Por providencia de 26 de abr i l  de 1993, la
sección cuart,a acordó, de conformidad con ro dispuesto en el
art. 50.3 LOTC, conceder aI demandante de amparo y al
Ministerio Fiscal el plazo común de diez dfas para que aregasen
1o que estimaran pertinente en relación con la posible
concurrencia de1 siguiente motivo de inaünisión: carecer la
demanda manif iestamente de cont,enido que just,if ique una
decisión por part,e de este Tribunal const,itucional- de
conformidad con 1o prevenido en e]  ar t .  50.L.c)  de la c i t ,ada
Lorc y, en part,icular, acerca de los efectos del indulto
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acordado aI recurrente por el Consejo de Ministros de 26 de

marzo  de  1993  (BOE 96  de  22  de  ab r i l  de  L993) ,  sob re  e l  ob je to

aI  presente recurso.

5.  E l
interesó mediante
registrado eI L7
present,e recurao
inaünisión del art.

Fiscal ante el-

escrito fechado a

del mismo mes y

al entender que

50 .1 . c )  LOTC.

Tribunal Constitucional

L3 de mayo de 1993 y

año, Ia inadmisión del

concurre la causa de

Tras recordar brevemente los ant,ecedentes del caso

af irma el Fiscal que la Sent,encia condenatoria es plenament,e

conforme con la cal i f icación efectuada por el Fiscal de la

causa. Este puso de manif iesto que no se hablan cumplido las
prescripciones legalesr €6 decir, todos los elementos exigidos
por  la  1ey para apl icar  e l  ar t .  4L7 b is  y ,  ent re e l los,  como eg
lógico La situacj-ón personal de la paciente, habiéndose

debat, ido en el juicio Ia concurrencia de estos requisitos y
practicándose prueba testi f icar y pericial sin l imitación

acerca de los mismos. E1 actor supo en todo momento que la
acusación se fundaba en la falta de los requisitos legales del
art. 4L7 bis por 1o que no se ha producido la indefensión

alegada.

Considera e1 FiscaL que t,ampoco se ha producido la
vulneración de la presunción de inocencia que alega er actor
puesto que el Tribunar sent,enciador contó con actividad
probatoria suficiente, a saber, la declaración der proceeado,

1a prueba pericial practicada en eL juicio y los testimonios de
todos los que intervinieron en el hecho entre el los, los de la
pacient,e y su madre. La Audiencia Provincial examina la validez
de las declaraciones sumariaLes prestadas por est,as útt imas,
declara de manera razonada su validez yt valorándolas
conjunt,amente con el resto de la prueba practicada, lrega a la
conclusión de ra autorfa del recurrente en cuanto al- aborto y

de la inexistencia de 1as exigencias legales para su falta de
punib i l idad.



ffiffiffi
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
ffi€ffiSWWH

q-
I

o
o

i=
o
o

E

o
e
at

A
I
I

0 04i 4156

In teresar  por

a trámit,e de la demanda
justi f ique una decisión

consiguienLe, é1 Fj-scal la inaünisión

por carecer ést,a de contenido que

por parte de este Tribunalr €n

ap l icac ión  de l  a r t .  50 .1 .c )  LOTC.

6. La representación procesal deI demandante de
amparo evacuó el trámite conferido mediant,e escrito registrado
en este Tribunal el dfa L4 de mayo de 1993, En dicho escrito
tras reiterar las alegaciones vert,idas en 1a demanda de amparo
manifieeta que e1 induLto concedido por e1 Consejo de Ministros
no hace desaparecer el objeto del present,e recurgo de amparo
puesLo que sólo afecta a las penas privat,ivas de libert,ad y ha
sido concedido bajo La condición de que el recurrente no vuelva
a delinquir en el plazo de dos añoe. Interesa, por
consiguient,e, 1a admisión a trámite de La demanda y reitera la
petición de suepensión de ra ejecución de ra sent,encia en
cuanto a las penas pecuniarias no afectadas por el indul-to
concedido.

II. FI'}IDAI.IENTOS JURTDTCOS

1. Hemos de confirmar Ia inicial apreciación puesta
de manifiesto en nuestra providencia de 26 de abril de Lgg3,
respecto a la carencia manifiesta de contenido constitucional
de la demanda de amparo que justifique una decisión sobre el
fondo de Ia misma por parte del Tribunal Constit,ucional (art.
50 .1 .  c )  Lo rc )  .

La demanda de amparo se dirige frente a la
Sentencia de Ia Sala Segunda del Tribunal Supremo confirmatoria
de Ia dict,ada por l-a Sección Cuarta de la Audiencia provincial

de Málaga que condena al recurrente como autor de un delito de
aborto previsto y penado en los arts. 4LL.2, ALs y 4L7 det
código Penal por entender que no procedfa la aplicación del
art '. 4L7 bis 1e der código penal al const,ar ra falt,a de grave
peligro para 1a vida ni para la sal-ud ffsica o psfquica de la
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embarazada y por haber practicado eL aborto el- mismo médico que
enitió el informe a1 que hace referencia esta rl l t ina
disposic ión.

Sin embargo, con posterioridad a la interposición
del presente recurso de amparo ha tenido lugar un hecho
suscept,ible de t,ener repercusiones, siquiera parcialee, en
cuanto aI objeto del mismo. Asf, eI Coneejo de MiniFt,ros
celebrado eI dfa 26 de marzo de 1993, acordó conceflep el
indulto al recurrente mediante Real Decreto 4so/L993 (BoE Qe 22
de abril de 1993), por e1 que se le conmuta la pena privqtiva
de ribertad asf como ]a de inhabil itación especial para el
ejercicio de cualquier cargo prlbtico, derecho de sufragio y
prestación de cualquier género de servicios en cllnica,
establecimientos sanit,arios o consultorios ginecológicos
públ icos o pr ivados por La de mult ,a de 100.000 pts.  a condic ión
de que no vuelva a dilinquir durante el tiempo de normal
cumplimiento de Ia condena. Es evidente, por lo tanto, güe se
ha producido, en cierta medida a] menos, una satisfacción
extraprocesal de las pretensj.ones del recurrente quien, sin
embargo, sostiene que el indurto no priva de objeto al presente
recurso de amparo a1 haberse mant,enido las penag pecuniarias y
condicionado La conmutación de Las demás penas por 1o que insta
a est,e Tribunal a que prosiga con su examen der fondo de1
agunto.

é

Independientement,e de que con eI indulto concedido

al recurrente se hayan podido reparar en gran parte los
agravios que éste suscita, este Tribunal entiende, de todos
modosr eü€ su recurso está desprovisto de cont,enido
const i tucional .

A diferencia deL caso planteado en el recurso de
amparo L6L/93 admit,ido a trámite por este Tribunal en el que 6e
invocan, además, otros motivos de amparo distintos, en el
preeent,e caso el demandante alegar €rr primer t,érmino, la
Les j.ón del derecho a ra tutera judicial efect,iva ya que la
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Sentencia condenatoria no respeta e1 principio acusatorio
afirmando que Ia acusación nunca versó sobre 1o acertado del
diagnóstico acerca de la existencia de la indicación
terapéutica sino que se refirió al hecho de que el recurrente
hubiera ernit,ido eL dictamen haciendo constar la existencia de
grave peligro para Ia salud ffsica o psfquica de la embarazada
y acto seguido pract,icado eI mismo el aborto. Por consiguiente,
en Ia medida en que la Sentencia de la Audiencia Provincial de
Málaga se funda en Ia ausencia de grave peligro para la vida o
salud ffsica o psfquica de Ia embarazada algo de lo que no
habfa sido acusado para condenar al recurrent,e infringe eI
principio acusatorio.

Conforme a }a jurisprudencia de este Tribunal, el
acusado ha de conocer la acusación contra éI formulada en el
curso del proceso para poder defenderse de forma contradictoria
frente a el-la, debiendo efect,uarse el pronunciamiento del Juez
o Tribunal- precisament,e sobre los términos del debate tal y
como han sido formulados en las pret,ensiones de ]a acusación y
la defensa, lo cual significa que ha de exist,ir una correlación
entre la acusación y el  farro de ra sentencia (ssrc s4/g}s,
104 /L985 ,  L63 /L986 ,  57 / t987 ,  L7 /L9BB y  L6B/L990) .  E t  p r inc ip io
acueatorio no exige, por tanto, Ia vincuración est,ricta del
juzgador a las carif icaciones jurfdicae y ar pet,itum de las
partes sino sólo que el hecho objeto der juicio y el falro sea
aquél sobre eI que se haya sostenido La acusación puesto que er
objeto de1 proceso no es un crimen sino un factum (sTc
L35/L986).  De 1o dicho se ext , rae que el  pr incipio acusator io
vincula aI Juez en relación con los hechos y no en relación con
la cal i f icación jur fd ica de los mismos.

Pues bien, el Auto de procesamiento indica que eI
recurrente "conociendo que dicha joven se hallaba embarazada de
diez aemanas, con su consent,imiento y a sabiendas que no
concurrfan en el present,e caso, ninguno de los supuestoe
legales de aborto a] no haberse observado loe requisitos
legales para 6u apreciaci-ón le efect,uó las oport,unas maniobras
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abort,ivas que determinaron la interrupción del normal estado de
gest,ación".  El  escr i to de acusación, indica por su lado, que el
recurrente practicó un abort,o incompleto "a sabiendas de que no
se habfan obeervado las prescripciones para Ia determinación de
la legalidad del aborto" . El F. J. 1e de la Sentencj,a de la
Audiencia Provincial de Málaga recoge t,extualment,e: "no procede
La aplicación del art. 4L7 bis le del Código penal por no
conetar que concurriera grave peligro para La vida ni para la
salud f ls ica o psfquica de la embarazada. En el  informe.. .  ae
hace referencia aI  supuesto 1e sin especi f icar,  pero de los
informes preliminarea se deduce que se practica por afect,ar a
Ia salud de la madre sin que 6e concreten las circunstancias
exactas, debiendo resalt,arse que el nédico especialista que
f irma 1o es en Ginecologfa y Obst,etricia y además r €rl contra de
ro prevenido en e1 precepto cit,ador €s el mismo que a sabiendas
de erlo efect,úa Ia int,errupción del embarazo, sit,uacién que el
legislador prohibe para asegurar ra imparcialidad de los
dictámenes evacuados". Por tanto, relatados en el escrito de
acusación los hechos considerados como delictivos por el
Ministerio Prlblico ( ta caueación de un aborto con er
consentinientb de la embarazada por persona que habfa enitido
previamente el dict,amen rerativo a Ia concurrencia de grave
peligro para la sarud pslquica de la embarazada) la sent,encia
ha consj-derado que eran constitutivos de un delito previeto y
penado en el art. 4LL.2t ALS y 4L7 del código penal, existiendo
asf correlación entre la acusación y el fal1o. La concurrencia
de alguna de las indicaciones contenidae en e1 art. 4L7 bis ha
sido excluida de ra carif icación der Fiscal y de ra sent,encia.
su alegación y en su caao ra prueba de su exist,encia
correspondla que hubiera sido verif icada por la defensa. Es
más, parte de la prueba versó, como el propio actor reconoce,
sobre Ia existencia o no de t,ales indicaciones y su resultado
ha sido recogido en er Fundamento Jurfdico primero de la
sentencia de l-a Audiencia provincial- de Málaga. No hay pues,
vj-olación del principio acusatorio puesto que el recurrente
conoció la acusación, propuso Ia prueba que re convino y la
Sentencia guarda correlación con las calif icaciones del Fiscal.



ffi.

sWa

trffi&
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
mwffi¡$ffi"w

u-
I
I

o
o

it
c,
o

E

o
e
6
c.
I

0 o+lL1sz

A lo 6umo lo que trasluce este agravio es la discrepancia del
recurrent,e con la cal i f icación jur fd ica que de los hechos,hizo
el Tribunal sent,enciador por no haberlos considerado exentos de
pena al amparo del art,. 4L7 bis del Código Penal. No
corresponde, sin embargo, a este Tribunal que reit,eradamente
tiene eeñalado gue no const,ituye una tercera instancia (SSTC
43/Lgg2,  L38/Lggz ,  L4L/ tgg l  y  L7L/Lgg2,  en t re  las  más
recientes) revisar 1as resoLuciones judiciales recurridas
procediendo a una nueva val-oración de1 material probatorio
pract icado.

EI recurrente denuncia en segundo lugar la
vulneración de su derecho a la presunción de inocencia
garant izado por el  ar t .  24.2 C.E. Af i rma que eI  hecho,
decl-arado probado, de que fue é1 quién pracLicó el aborto
descansa sobre unas pruebas carent,es de validez -lae

decraraciones sumariaLes de Ia mujer a quién se 1e pract,icó el
aborto y de su madre- por haberse llevado a cabo sin
asistencia de Letrado y sin inforrnación de derechos. Sostiene,
por otro lador güe Ia falta de concurrencia de la indicación
terapéutica prevista en el art. 4L7 bis L del código penaL no
resultó debidamente acreditada a 1o largo del proceso.

El derecho constitucional a la presunción de
inocencia, según reiterada jurisprudencia de este Tribunar,
supone Ia impoeibilidad de que se dicte Sent,encia condenatoria
cuando exista un vacfo probat,orio ya sea por ausencia materiaL
de prueba o porque éstar por i l icitud constitucionalr fro puede
6er t,enida en cuent,a ( ssrc L82/L989 y 4L/L99L I entre otras
muchas). Pues bien, de Ia mera l-ectura de las resoluciones
judiciales recurridas ahora en vía de amparo se deduce la
exj.stencia de un abundante material probat,orio de cargo que
permite fundar la condena infl igida al recurrent,e. Asf, ae
practicaron en e1 juicio pruebas periciares por parte de
varios médicos que coincidieron en la inexist,encia de
indicación terapéutica para la práct,ica de un aborto y
t'estif icaLes de todos aquellos que intervinieron en loe hechos
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-la mujer a quien se le practicó e1 abortor sü madre que Ia
acompañaba en aquel momento, fa asistente social y otro médico
de Ia misma cl fn ica,  e l -  procesado.. . -  No puede por 1o tanto
sost,enerse que la condena está fundada en un vacfo probatorio.

EI recurrent,e afirma, sin embargor gü€ el Tribunal
sentenciador tuvo en cuenta pruebas ilfcitas como son las
decl-araciones sumariales de la embarazada y de su madre
preetadas sin información de derechos y sin asistencia de
Let,rado. Es preciso recordar a este respecto que est,as dos
personas testif icaron también, como ya se ha dichor €n eI acto
del juicio con todas 1as garantfae pudiendo ser sometidas 6us
declaraciones a contradicción por Ia defensa. Además, como
señala el Fiscal, Ia Audiencia provincial de Málaga ha
concluido de manera razonada y razonable gü€r si bien, dichas
declaraciones sumariales carecfan de validez para fundar una
eventual condena de La mujer a quien se le practicó el aborto
-quien finalmente no fue acusada- podfan ser, en cambio,
tenidas en cuenta en relación con Ia acusación dirigida contra
eI recurrent,e valorándolas dent,ro deL amplio con junto
probatorio practicado para lregar a ra conclusión de la
culpabil idad de éste en cuanto autor del delito de aborto del
que venla acusado.

Por consiguiente, dl haber formado l_a Audiencia
Provincial su convicción sobre la base de una act,ividad
probat,oria de cargo más que suficiente de la que puede
inferirse razonabremente la part,icipación del recurrent,e en el
i l fcito penal enjuiciado no se ha Lesionado su derecho a 1a
presunción de inocencia garant izado por el  ar t .  24.2 C.E.

En virtud de todo 1o expuesto, Ia Sección acuerda
la inadmisión de1 recurso y el archivo de las actuacioneg.

Madrid, a treint,a y uno de
noventa y t res.

t - .
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mayo de mil novecientos


